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1. ANTECEDENTES 

 

CARMEN EMILIA VARGAS PRASCAS, actuando como agente oficiosa del señor 

ALFONSO ZABALETA VANEGAS, instaura acción de tutela contra MUTUAL SER 

EPS, para que le sean protegidos los derechos fundamentales a la salud; tratamiento 

continuo e integral y vida digna, los cuales estima vulnerados por los hechos que a 

continuación se sintetizan: 

 

 Manifiesta la agente oficiosa que su esposo tiene 76 años, es un adulto mayor 

afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud, a la Entidad 

Promotora de Salud: EPS MUTUAL SER. 

 Que fue diagnosticado con la enfermedad de gangrena de fournier, Ca gástrico 

 avanzado, enfermedad cardiovascular isquémica, sonda vesical, falla hepática 

aguda, incontinencia urinaria y fecal 

 que actualmente es atendido en IPS VITAL SALUD y pese a las múltiples 

medicaciones recibidas su condición no mejora, es por ello que su médico 

tratante le ordena  dispositivo medico maltodextrina rellenador de heridas + 

ácido ascorbico multidex polvo 45gr, para la patología que presenta. 

 Que a pesar de haber transcurrido un mes y la EPS indican que no me será 

entregado, y siguen negando tal autorización y que se debe esperar auditoria 

de ello. 

 Que MUTUAL SER en este momento le está negando, por ello se requiere de 

su intervención, para que pueda continuar con su tratamiento y con los 

dispositivos, medicamentos y ordenamientos integrales que ellos le receten a 

su esposo. 

 

2. PRETENSIONES  

 

Tutelar sus derechos fundamentales a la salud; tratamiento continuo e integral y vida 

digna y como consecuencia se ordene al representante legal de MUTUAL SER EPS 

que autorice la entrega del dispositivo medico maltodextrina rellenador de heridas + 

ácido ascorbico multidex polvo 45gr, ordenado por su médico tratante de manera 
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urgente por el diagnostico que padece y suministre de manera integral cada uno de 

los procedimientos e insumos necesarios  para la atención a la enfermedad que 

padece el accionante 

 

3. ACTUACIÓN PROCESAL  

 

La acción de tutela fue admitida mediante auto del 17 de noviembre del 2020 y se 

requirió al  Representante Legal de MUTUAL SER EPS, para que rindiera un informe 

pormenorizado sobre los hechos que dieron origen a la presente acción, debiendo 

acompañar copia de los antecedentes del caso y de la reglamentación aplicable a 

éste. De igual forma se informó que la omisión injustificada en la remisión del informe 

acarrea las consecuencias previstas en el artículo 20 del Decreto 2591/ 91.  

 

La entidad accionada a pesar de encontrarse debidamente notificada, no rindió el 

informe solicitado por el despacho dentro del término concedido. 

 

4. PRUEBAS 

 

4.1. Aportadas por la parte accionante 

 

 Copia de la fórmula médica. 

 Copia del resumen de la historia clínica. 

 

 

5. CONSIDERACIONES 

 

5.1. Competencia 

 

El Juzgado Tercero Promiscuo Municipal de Magangué es competente para conocer 

del presente trámite de tutela en ejercicio de sus competencias constitucionales y 

legales, en particular las contenidas en los artículos 86 de la Constitución y 37 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

5.2. Problema Jurídico  

 

Corresponde al Despacho determinar si, en el presente caso si la negativa de 

MUTUAL SER EPS de autorizar los servicios médicos requeridos por el señor Alfonso 

Zabaleta Vanegas vulnera sus derechos a la salud; tratamiento continuo e integral y 

vida digna. 

 

Con el objeto de resolver el cuestionamiento planteado, esta casa judicial abordará 
los siguientes temas: (i) la agencia oficiosa; (ii) la salud como derecho fundamental;  
(iii) Derecho fundamental a la salud de los adultos mayores como sujetos de especial 
protección constitucional. Reiteración de jurisprudencia; (iv) el principio de 
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integralidad predicable del derecho a la salud y los casos en los que procede la 
orden de tratamiento integral; (v) análisis del caso en concreto. 

 

5.2.1. La agencia oficiosa1. 
El artículo 86 de la Constitución consagra que toda persona tendrá derecho a acudir 
a la acción de tutela para solicitar ante los jueces, en todo momento y lugar, por sí 
misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de los derechos 
fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción o la omisión de cualquier autoridad pública. Igualmente, el artículo 10º del 
Decreto 2591 de 1991 expone: 
  

“Artículo 10. Legitimidad e interés. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo 
momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus 
derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. 
Los poderes se presumirán auténticos. 
  
También, se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no 
esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia 
ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. 
  
También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros 
municipales”. (Subraya fuera del texto). 

  
Entonces, si una persona considera que sus garantías constitucionales fueron 
vulneradas puede ejercerse la acción de tutela: (i) por sí misma, (ii) a través de un 
representante, (iii) por el Defensor del Pueblo y los personeros municipales, o (iv) 
mediante la agencia oficiosa, siempre y cuando la persona no se encuentre en 
condiciones para actuar directamente . 
  
En relación con la agencia oficiosa la Corte ha señalado que resulta procedente que 
un tercero interponga acción de tutela en nombre de otra persona cuando ella no 
puede ejercerla directamente, situación que se debe manifestar en la demanda de 
amparo. Con base en ello la Corte ha reiterado los elementos para que proceda la 
agencia oficiosa en materia de tutela, a saber: 
  

“(i) la necesidad de que el agente oficioso manifieste explícitamente que está 
actuando como tal, y (ii) que el titular de los derechos invocados no se encuentre 
en condiciones para instaurar la acción de tutela a nombre propio”.  

  
Como puede notarse, en materia de tutela no se pueden agenciar derechos ajenos 
cuando no se comprueba la imposibilidad del titular de los mismos para ejercer su 
propia defensa bajo el entendido de que solo este puede disponer de sus derechos y 
propender su protección a través del amparo. Esto con el objeto de evitar que 
cualquier persona, bajo el pretexto de la protección de los derechos de otro, pueda 
lucrarse al ver satisfechos sus propios intereses u obtener decisiones que contraríen 
la voluntad del individuo cuyos derechos se dicen agenciar, ya que “[e]l sistema 
jurídico no debe propiciar que se tome o aproveche el nombre de otro, sin ninguna 

                                                
1 Sentencia T-609/15 
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clase de advertencias, para provocar decisiones judiciales con intereses reales 
distintos o contra la voluntad del verdadero titular de los derechos que se invocan”. 
  
La jurisprudencia de este Tribunal ha permitido que los padres, los hijos, los 
hermanos, los cónyuges, los compañeros o el cuñado, entre otros sujetos, puedan 
agenciar oficiosamente el derecho de una persona que requiere un servicio de salud 
para garantizar su vida o integridad personal, presumiendo la incapacidad para acudir 
directamente a la jurisdicción cuando una persona padece de alguna enfermedad 
catastrófica. Sobre el particular ha señalado: 
  

“Se presume la incapacidad para acudir directamente a la jurisdicción cuando una 
persona padece de una enfermedad catastrófica. Concretamente en casos, en los 
que la persona que solicita la tutela de sus derechos a la vida y a la salud, por 
medio de agente oficioso, padece cáncer y está en tratamiento, la jurisprudencia 
ha presumido su incapacidad para defenderse por sí misma, en razón al alto 
impacto que tienen los tratamientos actualmente existentes en la integridad física 
y psicológica de toda persona”. 

  
Si bien es cierto que en algunos casos la Corte ha permitido agenciar oficiosamente 
el derecho de una persona que requiere un servicio de salud, presumiendo la 
imposibilidad de aquella para promover su propia defensa con ocasión a una 
enfermedad catastrófica, también lo es que en el expediente debe existir prueba que 
acredite el delicado estado de salud que soporta el paciente y que implique la 
existencia de una incapacidad física o mental que le impida presentar por sí misma la 
acción de tutela. 
  
3.4. En ese orden, este Tribunal ha indicado que no basta con la sola manifestación 
de que se actúa como agente oficioso para finalizar la actividad procedimental, ya que 
deberá acreditarse unos requisitos procesales so pena de invalidar su actuación. 
  
Se tiene entonces que los agentes oficiosos pierden la calidad de tal cuando la 
persona que está imposibilitada para presentar el amparo de tutela (i) no demuestra 
su incapacidad o (ii) no ratifica lo actuado por el agente oficioso. Así que al perder la 
vigencia la actuación procesal del agente la tutela no puede continuar con su trámite 
puesto que se está incurriendo en indebida legitimación en la causa por activa. 
  

5.2.2. La salud como derecho fundamental2. 
La Carta Política, en su artículo 48, señala que la seguridad social es un servicio 
público de carácter obligatorio sujeto a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad. Asimismo, en su artículo 49 dispone que “la atención en salud y 
saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación 
de la salud”. 
  
La jurisprudencia constitucional ha precisado que la salud es un derecho fundamental 
autónomo que comprende un conjunto de bienes y servicios que permitan, conforme 
con los lineamientos consagrados en distintos instrumentos internacionales, 
garantizar su nivel más alto posible. Al respecto la Sentencia C-252 de 2010 expuso: 

                                                
2 Sentencia T 727/12 
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“La Corte en virtud de las atribuciones conferidas por el artículo 241 de la 
Constitución, vías control abstracto y concreto, ha protegido el derecho a la salud 
como un derecho fundamental bajo tres aspectos. Una inicial, en su carácter social 
por el factor de conexidad con derechos fundamentales como la vida, la integridad 
y la dignidad humana. Otra cuando el accionante tiene la calidad de sujeto de 
especial protección constitucional. Y finalmente, se ha reconocido el carácter de 
derecho fundamental autónomo”. 

  
De otro lado, la Observación General 14 de 2000 del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales indicó “la salud es un derecho humano 
fundamental indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos. Al 
respecto, el Comité insiste en la indivisibilidad e interdependencia del derecho a la 
salud en tanto está ‘estrechamente vinculado con el ejercicio de otros derechos 
humanos y depende de esos derechos’, refiriéndose de forma específica al ‘derecho 
a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la dignidad humana, a la 
vida, a la no discriminación, a la igualdad, a no ser sometido a torturas, a la vida 
privada, al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circulación’. 
Para el Comité, ‘esos y otros derechos y libertades abordan los componentes 
integrales del derecho a la salud’”. 
  
La Corte Constitucional reconoce a la salud como un derecho fundamental autónomo 
del cual emanan dos clases de obligaciones: “(i) las de cumplimiento inmediato al 
tratarse de una acción simple del Estado que no requiere mayores recursos o 
requiriéndolos la gravedad y urgencia del asunto demandan una acción estatal 
inmediata, o (ii) de cumplimiento progresivo por la complejidad de las acciones y 
recursos que se requieren para garantizar de manera efectiva el goce del derecho”. 
  
Igualmente, esta Corporación ha protegido el derecho a la salud cuando: “(i) esté 
amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial 
protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su 
falla de capacidad económica para hacer valer su derecho”. 
  
De lo anterior se concluye que la acción de tutela, como medio constitucional de 
protección de los derechos fundamentales, ampara la salud garantizándoles a todas 
las personas el acceso a los “servicios indispensables para conservar su salud, 
cuando se encuentre comprometida gravemente su vida, su integridad personal o su 
dignidad”. 
  

5.2.3. Derecho fundamental a la salud de los adultos mayores como sujetos 
de especial protección constitucional. Reiteración de jurisprudencia 

De acuerdo con la Carta Política, la salud es un servicio público a cargo del Estado. 
No obstante, la Corte Constitucional, a través de su jurisprudencia, reconoció que 
dicho servicio es un derecho, el cual se considera fundamental en sí mismo y, por 
ende, exigible por vía de la acción de tutela. Al efecto, esta Corporación ha señalado 
que “el derecho a la seguridad social en salud, dada su inexorable relación con el 
principio de dignidad humana, tiene el carácter de derecho fundamental, pudiendo 
ser objeto de protección judicial, por vía de la acción de tutela, en relación con los 
contenidos del POS que han sido definidos por las autoridades competentes y, 
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excepcionalmente, cuando la falta de dichos contenidos afecta la dignidad humana 
y la calidad de vida de quien demanda el servicio de salud”. 

  
Actualmente, la Ley Estatutaria de Salud claramente reconoce la fundamentalidad de 
tal derecho (artículo 2º). Al respecto, en la sentencia C-313 de 2014 se explicó que “el 
derecho fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable, tanto en lo individual 
como en lo colectivo. En segundo lugar, manifiesta que comprende los servicios de 
salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el mejoramiento 
y la promoción de la salud. En tercer lugar, radica en cabeza del Estado el deber de 
adoptar políticas que aseguren la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a 
las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y 
paliación para todas las personas. Finalmente, advierte que la prestación de este 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, 
supervisión, organización, regulación, coordinación y control del Estado”. 
  
En cuanto a la protección del Estado, tratándose de las personas pertenecientes a la 
tercera edad o adultos mayores, esta Corporación ha señalado que conforme con el 
artículo 13 de la Constitución Política, el Estado deberá protegerlas en razón de que 
se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta, pues se ven obligadas 
a “afrontar el deterioro irreversible y progresivo de su salud por el desgaste natural 
del organismo y consecuente con ello al advenimiento de diversas enfermedades 
propias de la vejez”, razón por la cual se deberán garantizar todos los servicios 
relativos a salud que ellos requieran. 
  
En virtud de ello, esta Corte ha estimado que el derecho a la salud de estos sujetos 
es un derecho fundamental que reviste mayor importancia por el simple hecho de 
tratarse de adultos mayores, como consecuencia de la situación de indefensión en 
que se encuentran. 
  
A propósito, esta Corporación ha señalado que “es innegable que las personas de la 
tercera edad tienen derecho a una protección reforzada en salud, en atención a su 
condición de debilidad manifiesta y por el hecho de ostentar -desde el punto de vista 
constitucional- el rol de sujeto privilegiado. Por lo tanto, y a efectos de materializar a 
su favor los mandatos del Estado Social de Derecho, es necesario que se les 
garantice la prestación continua, permanente y eficiente de los servicios en salud que 
requieran”. 
  
Así pues, este mecanismo constitucional procede en los casos en que se logre 
verificar que la falta del reconocimiento del derecho a la salud (i) lesione la dignidad 
humana, (ii) afecte a un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) ponga al 
paciente en una situación de indefensión por su falta de capacidad de pago para hacer 
valer su derecho. 
  
Igualmente, ha considerado esta Corporación que la tutela es procedente en los casos 
en que “(a) se niegue, sin justificación médico-científica, un servicio médico incluido 
dentro del Plan Obligatorio de Salud o (b) cuando se niegue la autorización para un 
procedimiento, medicamento o tratamiento médico excluido del POS, pero requerido 
de forma urgente por el paciente, quien no puede adquirirlo por no contar con los 
recursos económicos necesarios”. 
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En conclusión, si bien es cierto que la salud es un derecho fundamental en sí mismo, 
no debe desconocerse que, en sujetos de especial protección, como el caso de los 
adultos mayores, este derecho adquiere mayor relevancia pues, las naturales 
consecuencias de la vejez, ubican a estas personas en un estado de debilidad 
manifiesta del cual el sistema de salud, debe encargarse. 
  

5.2.4. Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los 
que procede la orden de tratamiento integral 

 
Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha 
estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de 
salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas 
o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad 
de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades. 
  
Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una 
obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de 
salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización 
total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, 
exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean 
considerados como necesarios por su médico tratante. 
  
Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, 
debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las 
prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido 
previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es 
solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta 
que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos: 

  
(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud 
diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto 
de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) 
por cualquier otro criterio razonable.  

 
Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos 
en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, 
independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren 
dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados 
sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, 
entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con 
discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 
  
Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, 
en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos 
excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud 
extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el 
reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, 
con el fin de superar las situaciones límites que los agobian. 
  



Acción de Tutela  
Rad. 13- 430-40-89-003-2020-00273-00 
 

En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se 
definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del 
servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el 
derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su 
enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley 
estatutaria, esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, 
suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la 
inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al 
resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, 
consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta. 
 

5.2.5. El caso concreto 

 

En el presente asunto, la señora CARMEN EMILIA VARGAS PRASCAS, actuando 

como agente oficiosa del señor ALFONSO ZABALETA VANEGAS, interpuso acción 

de tutela en contra de MUTUAL SER EPS, a fin de que le fueran amparados sus 

derechos constitucionales fundamentales a la salud; tratamiento continuo e integral y 

vida digna; vulnerados por la aludida entidad promotora de salud, ante su omisión de 

la entrega del dispositivo medico maltodextrina rellenador de heridas + ácido 

ascorbico multidex polvo 45gr, ordenado por su médico tratante de manera urgente 

por el diagnostico que padece y suministre de manera integral cada uno de los 

procedimientos e insumos necesarios  para la atención a la enfermedad que padece 

el accionante.  

 

Revisadas el acervo probatorio  se evidencia que indudablemente da cuenta de la 

patología de la enfermedad de gangrena de fournier, Ca gástrico avanzado, 

enfermedad cardiovascular isquémica, sonda vesical, falla hepática aguda, 

incontinencia urinaria y fecal padecidas por lo que es preciso establecer que a la 

entidad accionada le corresponde autorizar al señor Zabaleta Vanegas, la prestación 

de los servicios exigidos en la presente tutela, dado su cuadro clínico padecido y a fin 

de superar los problemas de salud que le aquejan.  

 

Al respecto, conviene recordar lo expuesto por la Corte Constitucional en relación con 

el caso de marras, así:  

 

"Las entidades prestadoras de salud tienen el deber de autorizar de manera 

inmediata servicios de salud y/o medicamentos no incluidos en el plan de 

beneficios, sin someter su suministro a previa autorización del Comité Técnico 

Científico o de la Junta Técnico-Científica de Pares, cuando conforme a lo 

dispuesto por el médico tratante, se requieran de forma urgente para 

salvaguardar la vida y/o la integridad del paciente afectado, sin perjuicio de la 

revisión posterior por parte de dichas entidades"3 

 

                                                
3 Sentencia T-745/13 
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Descendiendo al sub júdice, lo manifestado por el alto Tribunal Constitucional en la 

referenciada jurisprudencia, respecto a la idoneidad del galeno tratante para 

determinar los servicios médicos requeridos por sus pacientes, así:  

 

"En el Sistema de Salud, la persona idónea para decidir si un paciente requiere 

algún servicio médico es el médico tratante, pues es éste quien cuenta con 

criterios médico-científicos y conoce ampliamente el estado de salud de su 

paciente, así como los requerimientos especiales para el manejo de su 

enfermedad. 

 

Específicamente, el concepto del médico tratante es vinculante para la entidad 

promotora de salud cuando se reúnen  los  siguientes requisitos: (i) cuando se 

autorice un servicio y/o tratamiento basado en información científica, (ii) 

cuando se tuvo en cuenta la historia clínica particular de la persona para 

autorizarlo, y (iii) cuando se ha valorado adecuadamente a la persona, y ha 

sido sometida a consideración de los especialistas en el manejo de dicha 

patología. La jurisprudencia constitucional ha considerado que las órdenes 

impartidas por profesionales de la salud idóneos, obligan a una EPS cuando 

ésta ha admitido a dicho profesional como "médico tratante". Concretamente, 

se deduce que el médico tratante, es el galeno idóneo para proveer las 

recomendaciones de carácter médico que requiere el paciente”. 

 

Esas recomendaciones no pueden ser objetadas por la EPS, cuando aquella tuvo 

noticias de dicha opinión médica, pero no la controvirtió con base en criterios 

científicos; o bien sea porque el Comité Científico de la entidad valoró 

inadecuadamente la historia clínica del paciente y no sometieron el padecimiento de 

éste al estudio de un especialista" 

 

Teniendo presente lo expuesto hasta el momento se encuentra que no existe prueba 

que permita establecer que MUTUAL SER EPS, le han autorizado del dispositivo 

medico maltodextrina rellenador de heridas + ácido ascorbico multidex polvo 45gr 

ordenado por el médico tratante a la parte accionante. En este sentido y atendiendo 

a que la accionada omitió la respuesta de la tutela que aquí se estudia, para Despacho 

el silencio de la entidad accionada es base para tomar como ciertos los hechos 

narrados por la parte accionante, según lo establecido en el artículo 19 y 20 del 

Decreto 2591 de 1991.    

 

Por las consideraciones previamente esbozadas y siguiendo los lineamientos 

jurisprudenciales de la H. Corte Constitucional, procederá esta instancia a tutelar los 

derechos a la salud; tratamiento continuo e integral y vida digna, del señor ALFONSO 

ZABALETA VANEGAS y, como consecuencia de ello, se ordenará a la MUTUAL SER 

EPS que, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del 

recibo de la comunicación correspondiente, autorice sin trabas dispositivo medico 
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maltodextrina rellenador de heridas + ácido ascorbico multidex polvo 45gr, ordenado 

por su médico tratante de manera urgente por el diagnostico que padece y suministre 

de manera integral cada uno de los procedimientos e insumos necesarios  para la 

atención a la enfermedad que padece el accionante. 

 

Con base en las consideraciones anteriormente expuestas, el JUZGADO 

TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MAGANGUÉ, administrado justicia en 

nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO: TUTELAR los derechos a la salud; tratamiento continuo e integral y vida 

digna, del señor ALFONSO ZABALETA VANEGAS, de conformidad a lo expuesto en 

la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Como consecuencia del numeral anterior, se ordena al representante 

legal de MUTUAL SER EPS que, dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas, 

contadas a partir del recibo de la comunicación correspondiente, autorice sin trabas 

dispositivo medico maltodextrina rellenador de heridas + ácido ascorbico multidex 

polvo 45gr, ordenado por su médico tratante de manera urgente por el diagnostico 

que padece y suministre de manera integral cada uno de los procedimientos e 

insumos necesarios  para la atención a la enfermedad que padece el accionante. 

 

TERCERO: En el evento de no ser impugnada esta providencia, envíese a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, una vez sean levantados la 

suspensión de términos judiciales que en ese sentido decretó el Consejo Superior de 

la Judicatura. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

EDUARDO ANDRÉS QUINTERO RODRÍGUEZ. 

Juez 
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